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Aunque la ley no fue publicada hasta fina-
les del año pasado, ha entrado en vigor con
efectos retroactivos desde el 30 de abril de
2007, y aunque la fecha obligatoria para el
establecimiento de garantías financieras no
se aprobará antes del 30 de abril de 2010,
desde la fecha de entrada en vigor de esta
ley, las empresas son responsables de los da-
ños que causen al medioambiente y por
tanto desde entonces están obligadas a ha-
cerse cargo de los gastos de prevención,
evitación y reparación de los daños me-
dioambientales.

Con el presente artículo pretendemos dar
una visión general del contenido de esta ley
desde el punto de vista de la repercusión que
ésta puede tener en las empresas, analizando

las distintas alternativas desde una perspectiva
de gerencia de riesgos, teniendo en cuenta la
respuesta del sector asegurador.

Introducción a la Ley 26/2007

En primer lugar, en este apartado, vamos a
resumir a grandes rasgos los aspectos más
destacados de la ley.

Tomando como partida el Artículo 45 de
la Constitución Española, donde se reconoce
el derecho de los ciudadanos a disfrutar de
un medioambiente adecuado como condi-
ción indispensable para el desarrollo de la
persona, la Ley de Responsabilidad Me-
dioambiental instrumenta un nuevo sistema
de responsabilidad que permitirá prevenir
los daños medioambientales y en caso de
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que éstos se produzcan, asegure una rápida
y adecuada reparación de los mismos.

En esta ley, se establece la Responsabilidad
Medioambiental como una responsabilidad de
carácter objetivo e ilimitado basada en el
principio de “quien contamina paga”, de
forma que traslada los costes necesarios para
la reparación de los daños medioambientales
de la sociedad hasta los operadores econó-
micos que se benefician de la explotación de
los recursos naturales susceptibles de ser
dañados.

La Ley consta de 49 ar tículos que se
agrupan en seis capítulos, con una parte final
compuesta por catorce disposiciones adicio-
nales, una transitoria, seis finales y seis anexos.

A continuación resumimos los aspectos
más relevantes.

En el Capítulo I, se indica el objeto de la
ley y las definiciones:
• Artículo 1. Objeto. Esta ley regula la res-
ponsabilidad de los operadores de prevenir,
evitar y reparar los daños medioambienta-
les, de conformidad con el Artículo 45 de
la Constitución Española y con los princi-
pios de prevención y de “quien contamina
paga”.
• Artículo 2. Definiciones. Entre las defini-
ciones, cabe destacar que en lo que respecta
a esta ley, por daño medioambiental, se en-
tiende:

– Los daños a las especies silvestres y a
los hábitat.
– Los daños a las aguas.
– Los daños a la ribera del mar y de las
rías.
– Los daños al suelo (Cualquier contami-
nación del suelo que pueda producir efec-
tos adversos para la salud humana o para
el medio ambiente).
Como vemos, quedan excluidos para esta

ley los daños ocasionados al aire y los daños
a las personas y a sus bienes (salvo que es-
tos últimos sean un recurso natural), que
tendrán carácter éstos últimos de Responsa-
bilidad Civil, concepto que como veremos
más adelante la legislación separa claramente
incluso a la hora de establecer las garantías
financieras.

También es importante destacar lo que la
ley entiende por Operador:

“Cualquier persona física o jurídica, pública
o privada que desempeñe una actividad eco-
nómica ó profesional o que en vir tud de
cualquier título, controle dicha actividad o
tenga un poder económico determinante
sobre su funcionamiento técnico”.

Y no menos importante lo que define como
costes:

“Todo gasto justificado por la necesidad
de garantizar una aplicación adecuada y efi-
caz de esta Ley ante un supuesto de daño
medioambiental o de amenaza de daño
medioambiental, cualquiera que sea su
cuantía. En particular, quedan comprendidos
todos los gastos que comporte la correcta
ejecución de las medidas preventivas, las de
evitación de nuevos daños y las reparado-
ras; los de evaluación de los daños me-
dioambientales y de la amenaza inminente
de que tales daños ocurran; los dirigidos a
establecer las opciones de acción posible y
a elegir las más adecuadas; los generados
para obtener todos los datos pertinentes y
los encaminados a garantizar el seguimiento
y supervisión. Entendiendo comprendidos,
entre tales gastos, los costes administrati-
vos, jurídicos, y de actividades materiales y
técnicas necesarias para el ejercicio de las
acciones citadas”.

En definitiva, todo coste necesario para
evitar, minimizar o reparar el daño causado
al medio ambiente.
• Artículo 3. Ámbito de aplicación. Para la
delimitación del ámbito de aplicación de la
ley, se combinan tres elementos:

– Tipo de actividad económica o profesional.
– La clase de medida que deba tomar el
operador.
– La naturaleza de la responsabilidad en
que se haya incurrido.
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Actividades sujetas a IPPC*

• Gestión de Residuos (la recogida, el transporte, la recuperación y la eliminación de residuos y de
residuos peligrosos).

• Todos los vertidos a las aguas superficiales y subterráneas, interiores y mar territorial.

• El vertido o la inyección de contaminantes en aguas superficiales o subterráneas sujetas a permiso.

• La captación y el represamiento de aguas.

• Fabricación, utilización, almacenamiento, transformación, embotellado de sustancias peligrosas, pre-
parados peligrosos, productos fitosanitarios y biocidas.

• Transporte de mercancías peligrosas o contaminantes dentro, hacia o desde la Unión Europea.

• Explotación de las instalaciones industriales que liberen a la atmósfera de alguna de las sustancias
contaminantes reguladas por la directiva 84/360/CEE del Consejo, de 28 de junio de 1994, relativa a
la lucha contra la contaminación atmosférica.

• Toda utilización confinada, incluido el transporte de microorganismos modificados genéticamente.

• Toda liberación intencional en el medio ambiente, transporte y comercialización de organismos
modificados genéticamente.

• El traslado transfronterizo de residuos dentro, hacia o desde la Unión Europea sujeto a autorización.

*IPPC: Prevención y control integrados de la contaminación debida a actividades industriales. Está regulado por la

Directiva 96/61/CE, y la Ley 16/2002 que incorpora dicha directiva al ordenamiento jurídico español.

Tabla 1.Anexo III. Resumen de las actividades a que hace 
referencia el artículo 3.1
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En resumen, esta ley se aplicará a los daños
medioambientales y a las amenazas inminen-
tes de que tales daños ocurran, cuando:
• Hayan sido causados por las actividades
económicas o profesionales enumeradas en
el Anexo III (ver Tabla 1), aunque no exista
dolo, culpa o negligencia.
• Hayan sido causados por las actividades
económicas o profesionales distintas de las
enumeradas en el Anexo III en los siguientes
términos:

– Cuando medie dolo, culpa o negligencia,
serán exigibles las medidas de prevención,
de evitación y de reparación.
– Cuando no medie dolo, culpa o negli-
gencia, sólo serán exigibles las medidas de
prevención y de evitación.
Por tanto, se da por sentado,“salvo prueba

en contrario” que las actividades del Anexo
III han causado el daño o la amenaza de que
se produzcan, en base a la forma en que dicha
actividad se desarrolla o tenga el potencial
de causar dicho daño.

Es muy importante destacar que, aunque
la ley cita algunas excepciones en las que no
será de aplicación esta ley, al resto de opera-
dores cuya actividad sea distinta a las citadas
en el Anexo III, también les serán exigidas
las medidas de prevención y evitación o in-
cluso las de reparación en caso de que los
daños se hayan originado por dolo, culpa o
negligencia del operador.

En el Artículo 4, se establece el límite tem-
poral para la aplicación de la ley en treinta
años desde que tuvo lugar la emisión, el
suceso o el incidente que causó los daños
medioambientales.

El Capítulo II trata sobre la atribución de
responsabilidades, estableciendo en el Artícu-
lo 9 la obligación de los operadores de adop-
tar las medidas de prevención, evitación y re-
paración y de sufragar su coste cualquiera
que sea su cuantía (responsabilidad ilimitada).

En este sentido, cabe destacar que aunque
la responsabilidad medioambiental recae
sobre el operador, para hacer frente a las
responsabilidades, subsidiariamente, la res-
ponsabilidad medioambiental puede recaer
sobre gestores y administradores.

Aparte de lo anterior, todo operador está
obligado a comunicar de forma inmediata a
la autoridad competente la existencia de da-
ños medioambientales o la amenaza inmi-
nente de dichos daños así como a colaborar
en la definición y ejecución de las medidas
reparadoras

Si bien, aunque el operador está obligado
en todo momento a adoptar las medidas ne-
cesarias, cuando concurren las circunstancias
que se exponen en los apartados 1 y 2 del
Artículo 14, el operador, puede recuperar el
coste en el que haya incurrido.

El Capítulo III, profundiza sobre las activi-
dades de prevención, evitación y reparación
de daños que debe llevar a cabo el operador.

El Artículo 17, que trata sobre las obliga-
ciones del operador en materia de prevención
y de evitación de nuevos daños, establece
que todo operador, ante una amenaza inmi-
nente de daños medioambientales originada
por cualquier tipo de actividad, tiene el de-
ber de adoptar lo antes posible las medidas
preventivas apropiadas.

Así mismo, todo operador en el caso que
se produzcan los daños debe adoptar en los
mismos términos las medidas más oportunas
para la evitación de nuevos daños indepen-
dientemente de que esté obligado o no a
tomar medidas de reparación según lo esta-
blecido en la presente ley.

Para la determinación de las medidas de
prevención y de evitación de nuevos daños
se atenderá, a los criterios establecidos en el
Anexo II (ver Tabla 2).

Finalmente el artículo remarca la obligato-
riedad de poner inmediatamente en conoci-
miento de la autoridad competente todo
aspecto relativo a los daños medioambientales
o a la amenaza de tales daños.
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Tabla 2.Anexo II. Reparación del daño medioambiental

Tipos de reparación Finalidad

a) Reparación primaria:Toda medida correctora
que restituya o aproxime al máximo los recur-
sos naturales o servicios de recursos naturales
dañados a su estado básico.

Restituir o aproximar los recursos naturales o
los servicios de recursos naturales dañados a
su estado básico.

b) Reparación complementaria:Toda medida
correctora adoptada en relación con los recur-
sos naturales o los servicios de recursos natu-
rales para compensar el hecho de que la repa-
ración primaria no haya dado lugar a la plena
restitución de los recursos naturales o servicios
de recursos naturales dañados.

Proporcionar un nivel de recursos naturales o
servicios de recursos naturales similar al que se
habría proporcionado si el lugar dañado se
hubiera restituido a su estado básico.

c) Reparación compensatoria:Toda acción
adoptada para compensar las pérdidas provisio-
nales de recursos naturales o servicios de
recursos naturales que tengan lugar desde la
fecha en que se produjo el daño hasta el
momento en que la reparación primaria haya
surtido todo su efecto. No consiste en una
compensación financiera al público.

Compensar la pérdida provisional* de recursos
naturales y servicios de recursos naturales
durante la recuperación. Esta reparación com-
pensatoria consiste en aportar mejoras adicio-
nales a las especies silvestres y los hábitat o a
las aguas, ya sea en el lugar dañado o en un
lugar alternativo, y no en compensar económi-
camente al público.

* Pérdidas provisionales: Las pérdidas derivadas del hecho de que los recursos naturales o los servicios de 
recursos naturales dañados no puedan desempeñar sus funciones ecológicas o prestar servicios a otros recursos

naturales o al público hasta que hayan surtido efecto las medidas correctoras.
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• En el Artículo 19 se trata sobre las obliga-
ciones de los operadores en materia de re-
paración.

Los operadores que realicen actividades
del Anexo III deberán adoptar las medidas
de reparación que procedan aunque no ha-
yan incurrido en dolo, culpa o negligencia,
mientras que los operadores de actividades
económicas distintas de las del Anexo III, só-
lo deberán adoptar medidas reparadoras
cuando medie dolo, culpa o negligencia, si
bien quedarán obligados a tomar medidas de
reparación en caso de no haber tomado las
medidas de prevención y evitación de daños.

No obstante, en el Artículo 23, se establece
que la administración podrá actuar directa-
mente en determinadas circunstancias, recu-
perando del operador o del tercero causante
del daño los costes en los que haya incurrido.

El Capítulo IV trata sobre las Garantías
financieras.

El objetivo de la constitución de garantías
financieras no es otro que asegurar que el
operador disponga de recursos económicos
suficientes para hacer frente, llegado el mo-
mento, a los costes derivados de sus obliga-
ciones de establecimiento de medidas de
prevención, evitación y reparación de los da-
ños medioambientales.

Estas garantías se establecerán a través de
dos vías:
• Establecimiento de una garantía financiera
obligatoria por cuenta de los operadores.
• Creación de un fondo estatal de reparación
de daños medioambientales.

La Sección 1ª del Capítulo IV trata sobre
la garantía financiera obligatoria que será re-
quisito imprescindible para el ejercicio de las
actividades relacionadas en el Anexo III.

El Artículo 24 establece esta obligación
para las actividades del Anexo III, y deja en
manos de la autoridad competente la res-
ponsabilidad del establecimiento de la cuan-
tía mínima de dicha garantía financiera para
cada tipo de actividad, según el daño que és-
ta puedan causar según criterios que serán
fijados reglamentariamente

Dicha cuantía mínima estará destinada a
cubrir únicamente y exclusivamente la res-
ponsabilidad medioambiental en que incurra
el operador que se derive de su actividad
económica o profesional (Artículo 25).

Sobre las modalidades permitidas para el
establecimiento de la garantía financiera, en
el Artículo 26 se indica que ésta podrá
establecerse a través de las siguientes Mo-
dalidades:

• Póliza de seguro
• Aval
• Constitución de una reserva técnica me-
diante la dotación de un fondo “ad hoc”.
El Sujeto garantizado será el operador pu-
diendo figurar adicionalmente los subcontra-
tistas (Artículo 27).

Según el Artículo 28, quedarán exentos
de la obligación de constituir garantía finan-
ciera obligatoria:
• Los operadores que realicen actividades
cuyos posibles daños a reparar se evalúen en
menos de 300.000 euros.
• Cuando los posibles daños se evalúen en-
tre 300.000 y 2.000.000 de euros pero el
operador se encuentre adherido al sistema
comunitario de gestión y auditorías medioam-
bientales (EMAS) o al sistema de gestión
medioambiental UNE-EN ISO 14001/1996.
• Cuando se utilicen productos fitosanitarios
y biocidas a los que se refiere el Apartado
8.c y d del Anexo III con fines agropecuarios
y forestales.

No obstante, la ley indica en su Artículo
30 que la cobertura de esta garantía finan-
ciera obligatoria nunca será superior a
20.000.000.00 de euros.

Para la ampliación de la cobertura tempo-
ral de esta garantía financiera hasta los 30
años que exige la ley en su Artículo 4, se es-
tablece en el Artículo 33 que el Consorcio
de Compensación de Seguros creará un
Fondo de compensación de daños me-
dioambientales, que se constituirá a través
de las aportaciones de los operadores que
contraten un seguro para garantizar su res-
ponsabilidad medioambiental por medio de
un recargo en la prima de dicho seguro.

La Sección 2ª del Capítulo IV trata sobre
la creación del Fondo Estatal de reparación
de daños medioambientales.

El Fondo estatal de reparación de daños
medioambientales desarrollado en el Artícu-
lo 34 estaría destinado a sufragar los costes
derivados de medidas de prevención, de evi-
tación o de reparación de los bienes de do-
minio público de titularidad estatal. Dicho
fondo, gestionado por el Ministerio de Me-
dio Ambiente se nutrirá de los Presupuestos
Generales del Estado.

En el Capítulo V de la ley se regulan las In-
fracciones y Sanciones.

El Artículo 37 clasifica las infracciones en
muy graves y graves, estableciendo en el
Artículo 38 las siguientes sanciones:
• Infracción muy grave:

– Multa de 50.001 a 2.000.000 de euros.
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– Extinción de la autorización o suspen-
sión de ésta por un período mínimo de
un año y máximo de dos años.

• Infracción grave:
– Multa de 10.001 a 50.000 euros.
– Suspensión de la autorización por un
período máximo de un año.

El Capítulo IV desarrolla las normas aplicables
a los procedimientos para la exigencia de
responsabilidad medioambiental.

En el Artículo 41 se regulan las formas de
iniciación de los procedimientos de exigencia
de responsabilidad medioambiental, distin-
guiendo dos posibilidades:
• Iniciación a instancia de parte, ya sea me-
diante solicitud del propio operador, ya sea a
través de solicitud formalizada por cualquier
interesado distinto del operador.
• De oficio, bien por iniciativa de la propia au-
toridad competente, bien por petición de otra
Administración pública o bien por denuncia.

Para finalizar es preciso destacar aquí, que
como par ticular interesado, se entenderá
tanto a particulares cuyos intereses puedan
ser afectados así como organizaciones que
tengan entre sus fines la protección del medio
ambiente.

Repercusión de la Ley en las
empresas

Desde su entrada en vigor con efecto del
30 de abril de 2007, la ley de Responsabilidad
Medioambiental introduce una responsabilidad
adicional a la ya existente de responsabilidad
civil por daños a personas y propiedades,
dando prioridad al interés público, siendo el
objeto exclusivo de reclamación el daño
ocasionado al medio ambiente.

Por tanto, en caso de contaminación, las
empresas pueden incurrir en una doble res-
ponsabilidad. Por un lado pueden tener
responsabilidad civil por los daños que la
contaminación haya podido ocasionar a las
personas, a propiedades de personas o enti-
dades públicas o privadas y otros perjuicios
económicos, y por otro lado incurrir en una
responsabilidad medioambiental por daños
ocasionados al suelo, al agua, a las especies
silvestres y hábitats protegidos o a las costas
y riberas de los ríos.

Además se establece la obligatoriedad del
establecimiento de garantías financieras obli-
gatorias para las actividades del Anexo III
para garantizar que se dispondrá de los re-
cursos necesarios para hacer frente a los
gastos necesarios para la prevención, evita-
ción y reparación de daños derivados de
contaminación medioambiental.

Dichas garantías financieras, aunque no serán
obligatorias antes del 2010, deberán ser inde-
pendientes de las garantías financieras que se
puedan tener para hacer frente a la responsa-
bilidad civil, lo que supondrá un coste adicional.

Al tratarse de una transposición de una di-
rectiva europea, que deja a cada gobierno li-
bre elección sobre la obligatoriedad del esta-
blecimiento de la garantía financiera, ésta
puede llegar a suponer una desventaja com-
petitiva en costes frente a otros países euro-
peos en los que no se exija tal garantía.

Aparte de lo anterior la ley prevé en de-
terminados casos la imposición de sanciones
que aparte de una cuantía económica, puede
llegar en muchos casos a la inhabilitación para
el desarrollo de la actividad.

También cabe destacar que apar te de la
autoridad competente y las personas afecta-
das, también podrá reclamar a la empresa
por daños medioambientales toda aquella
ONG que tenga entre sus fines la defensa y
protección del medio ambiente, lo que uni-
do a la obligación existente para todo tipo
de actividad de tomar las medidas necesarias
para prevenir y evitar cualquier daño me-
dioambiental, puede traducirse en que cual-
quier empresa ante la menor sospecha de
que sus actividades puedan llegar a producir
el menor daño al medio ambiente ante una
reclamación deba poner en marcha todas las
medidas a su alcance para la prevención y
evitación del posible daño con todos los
costes que ello implique y que aunque en al-
gunos casos pudieran ser recuperados, siem-
pre tendrán una repercusión negativa para el
correcto funcionamiento de la empresa.
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Análisis desde una perspectiva de
gerencia de riesgos

Enfocando la nueva ley desde una pers-
pectiva de gerencia de riesgos, nos encontra-
mos ante un riesgo de escasa frecuencia pero
de impacto muy elevado que en muchos de
los casos puede llegar a ser incluso indeter-
minado si se pretenden aplicar rigurosamente
las medidas de reparación primaria, compen-
satoria y complementaria desarrolladas en el
Anexo II de la ley.“No basta con indemnizar,
hay que reparar”.

Por tanto y aunque la clave está en la pre-
vención, lo más aconsejable es la transferencia
del riesgo de contaminación medioambiental
a una aseguradora, ya que aparte de otras
razones, es la única opción entre los posibles
instrumentos que contempla la ley para el
establecimiento de la garantía obligatoria, en
la que el riesgo garantizado se libera del pa-
sivo de la empresa.

En este aspecto, el mercado asegurador
español, a través del PERM1, ha desarrollado
productos específicos para dar respuesta a
las exigencias de la nueva ley.

Conclusiones

Nos encontramos ante una Ley necesaria
y buena, cuyo objeto no es otro que acabar
con determinadas actuaciones descontrola-
das de los operadores que lamentablemente
han llegado a ocasionar daños irreparables al
medio ambiente.

Para toda empresa que desarrolle cual-
quier tipo de actividad susceptible de oca-
sionar un daño medioambiental (esté o no
incluida dentro de las actividades del Anexo
III), exige un cambio de mentalidad acerca
de la visión que antes tenía del riesgo de
contaminación medioambiental, pues éste ya
no se limita a la responsabilidad civil derivada
de los daños personales y materiales que
puedan ocasionar sobre las personas y las
cosas solucionables en la mayoría de los
casos a través de una indemnización econó-
mica al perjudicado.

La nueva ley introduce nuevos conceptos
que van más allá de una simple indemnización
económica, ya que las empresas que realicen
actividades del Anexo III, además de tomar
las medidas de prevención y evitación, están
obligadas a reparar el daño causado no sólo
intentando en la medida de lo posible devol-
ver el recurso natural dañado a su estado ori-
ginal (reparación primaria), si no aparte de lo

anterior, también habrá que “compensar” a la
sociedad por el tiempo en que ésta se haya
visto privada del disfrute del recurso natural
mientras éste sea reparado, llevando a cabo
algún tipo de “buena acción ecológica” (repa-
ración compensatoria) y además llevar a cabo
otro tipo de medidas sobre otro recurso
natural que complementen la reparación pri-
maria cuando ésta no haya sido capaz de de-
volver el recurso natural dañado a su estado
original (reparación complementaria).

Todo lo anterior implica que en la mayoría
de los casos sea prácticamente imposible
poder estimar el coste final al que se puede
enfrentar la empresa para cumplir con lo
exigido por la ley, ya que se trata de una res-
ponsabilidad ilimitada, y aunque sólo será
exigible el establecimiento de garantías finan-
cieras a las empresas que realicen actividades
del Anexo III a partir del 2010, desde la en-
trada en vigor de esta ley (30 de abril de
2007) cualquier tipo de empresa que realice
una actividad que pueda causar un daño
medioambiental, estará obligada como míni-
mo a hacerse cargo de momento de todos
los gastos necesarios para prevenir cualquier
riesgo inminente de ocasionar un daño me-
dioambiental así como de las medidas nece-
sarias para evitar que este se produzca, y
que aunque en determinados casos pueda
recuperar el coste en que se haya incurrido,
dicho gasto siempre implicará un impacto
negativo para la empresa.

Por tanto, ante todas las incer tidumbres
que introduce esta ley (parte de las cuales
esperamos que se aclaren con el desarrollo
del reglamento de la ley, que el Gobierno de-
be aprobar mediante Real Decreto antes del
31 de diciembre de 2008), la clave está en la
prevención. Las empresas deben poner todos
los medios técnicos y humanos que estén a
su alcance para minimizar la posibilidad de
que se produzca un daño medioambiental.
No obstante, dado que en la mayoría de los
casos, nunca se podrá eliminar el riesgo de
ocasionar un daño medioambiental, éste de-
be ser transferido en la medida de lo posible
al mercado asegurador a través de una póliza
de seguro de contaminación medioambiental
que de cobertura tanto a las reclamaciones
por responsabilidad civil, como a los gastos
derivados de la responsabilidad medioam-
biental que se les pueda exigir ilimitadamente
tanto a la empresa como subsidiariamente a
sus gestores y administradores.
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(1) PERM: Pool Español de Riesgos Medioambientales.
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